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Instancia Primera 

Interlocutorio 049 

Asunto Resuelve solicitud  y tiene por notificado a 

la empresa vinculada 

 

ASUNTO A TRATAR 

 

Procede el despacho a resolver la solicitud formulada por el apoderado de la parte 

actora, en el sentido de aclarar el auto del 07 de noviembre de 2023, en cuanto a 

la exigencia del acuse de recibo, pues considera que la notificación fue ejecutada 

de conformidad con el artículo 8° de la Ley 2213 de 2022, para lo cual transcribe 

apartes de la sentencia emitida por la Corte Suprema de Justicia, providencia 

STC16733-2022, M.P. DR. OCTAVIO AUGUSTO TEJEIRO, sobre el tema. 

 

Manifiesta, que la notificación que se realizó al representante legal de la empresa 

333 Group S.A.S., fue una notificación a la dirección electrónica consignada en el 

registro mercantil vigente, y es la parte demandada la que debe estar atenta a su 

buzón, como lo ha señalado la Corte en la providencia atrás reseñada. 

 

Reitera, que la norma no impone esa carga, y el exceso de garantías procesales a 

los demandados vulnera el derecho vigente y limitaría el acceso a la administración 

de justicia.  Aporta la constancia del envío por hotmail visualizado que no rebotó el 

correo, y realiza la manifestación bajo la gravedad de juramento. 

 

CONSIDERACIONES: 

 

En cuanto a la notificación personal, establecida en el artículo 8° de la ley 2213 del 

13 de junio de 2022, la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, M.P. 

Octavio Augusto Tejeiro Duque, STC 16733-2022, Radicación Nº 68001-22-

13-000-2022-00389-01, diciembre 14 de 2022, citada por el libelista, la cual, 

dada su importancia y su carácter unificador en la materia, se reproduce in extenso 

y en lo pertinente, así:  

 



 “Dada la importancia de ese pronunciamiento se reproduce in 

extenso y en lo pertinente, así: 

 “Por esa razón, la Sala encuentra en esta ocasión la necesidad de unificar su 

posición en cuanto al momento en el que debe entenderse surtida la notificación 

personal por medios digitales y la época en la que debe empezar a correr el término 

que de la providencia notificada derive. 

 

3.5.1. Para ello, es necesario resaltar que la intención del legislador con la 

promulgación del Decreto 806 de 2020 y la Ley 2213 de 2022, al regular el trámite 

de la notificación personal a través de medios electrónicos, no fue otra que la de 

ofrecer a las partes y apoderados un trámite alterno de enteramiento acorde con 

los avances tecnológicos de la sociedad. Un procedimiento quizás menos oneroso 

en tiempo y dinero, pero igual de efectivo al dispuesto en el Código General del 

Proceso en el que las partes deben acudir necesariamente a empresas de servicio 

postal autorizadas a remitir sus citatorios y avisos. 

 

En línea con ese propósito, consagró una serie de medidas tendientes a garantizar 

la efectividad de una notificación más célere y económica, pero con plenas 

garantías de defensa y contradicción para el demandado. 

 

i). Como ya se vio, la primera de ellas fue la de exigir al libelista que en su demanda 

cumpliera las tres cargas descritas en precedencia, esto es, el juramento relativo a 

que el canal escogido es el utilizado por el demandado, la explicación de la forma 

en la que lo obtuvo y la prueba de esa circunstancia. 

 

ii). La segunda, consistió en otorgar al juez la facultad de verificar la "información 

de las direcciones electrónicas o sitios de la parte por notificar que estén en las (…) 

entidades públicas o privadas, o utilizar aquellas que estén informadas en páginas 

web o en redes sociales" (Parágrafo 2° del art. 8 ibidem). Precepto sobre el cual se 

predicó en juicio de constitucionalidad que: 

 

"(…) la medida no tiene objeto distinto al de dotar a las autoridades de 

herramientas acordes con los avances tecnológicos, que faciliten la obtención de la 

información, y lleven al interesado a conocer las actuaciones en su contra. De 

manera que, más que presentarse como la vía principal para obtener la 

información, se trata de una herramienta adicional para que el juez, como director 

del proceso, pueda dar celeridad al trámite (…). 

 

La Sala considera que la medida aquí analizada es efectivamente conducente para 

lograr notificar a las partes y agilizar y facilitar el trámite de los procesos judiciales" 

(Subrayado y resaltado propio) 



 

iii). La tercera, relacionada con el deber de acreditar el "envío" de la providencia a 

notificar como mensaje de datos al canal elegido por el demandante. En últimas, 

es de esa remisión que se deriva la presunción legal contenida en el canon en cita, 

esto es, que "se entenderá realizada" la notificación: 

 

"La notificación personal se entenderá realizada una vez transcurridos dos días 

hábiles siguientes al envío del mensaje y los términos empezarán a contarse 

cuando el iniciador recepcione acuse de recibo o se pueda por otro medio constatar 

el acceso del destinatario al mensaje" (Subrayado y resaltado propios)». 

 

Al respecto, no sobra precisar que una cosa es el momento en el que se entiende 

surtido el enteramiento -dos días hábiles siguientes al envío de la misiva- y otra 

distinta es el inicio del término derivado de la providencia notificada que puede 

verse afectado si se demuestra que el destinatario no recibió el mensaje de datos. 

 

Sobre la distinción en comento esta Sala predicó recientemente que: 

 

"La ley 2213 de 2022, por cierto, replica en su inciso tercero una regla compuesta 

de dos partes, la primera idéntica a la que consagraba el Decreto 806 de 2020 ("La 

notificación personal se entenderá realizada una vez transcurridos dos días hábiles 

siguientes al envío del mensaje"), y la segunda con ciertas modificaciones, 

orientadas a que el cómputo de los términos de traslado inicie a partir del momento 

en que "el iniciador recepcione acuse de recibo o se pueda por otro medio constatar 

el acceso del destinatario al mensaje". 

 

Como puede verse, en ambos casos la pauta legal diferencia dos fenómenos muy 

distintos: la notificación personal de una providencia que está sujeta a esa especial 

forma de enteramiento, y el hito inicial del término de traslado de la demanda, es 

decir, el punto de partida del plazo que confiere la ley al demandado para ejercer 

su derecho de contradicción. (STC10689-2022) 

 

iv. También se consagró la posibilidad que tienen las partes de "implementar o 

utilizar sistemas de confirmación del recibo de los correos electrónicos o mensajes 

de datos", obvia resaltar, sin limitarse al correo electrónico como canal de 

comunicación posible. 

 

En esa línea de pensamiento, avaló la opción de "hacer uso del servicio de correo 

electrónico postal certificada y los servicios postales electrónicos definidos por la 

Unión Postal Universal -UPU- con cargo a la franquicia postal". 

 



v. Finalmente, como una de las medidas más garantistas del derecho de defensa y 

contradicción del demandado, el legislador optó por salvaguardar expresamente el 

derecho que asiste al destinatario de la notificación, de ventilar sus eventuales 

inconformidades con la forma en que se surtió el enteramiento mediante la vía de 

la solicitud de declaratoria de nulidad procesal. En concreto, señaló que: 

 

"Cuando exista discrepancia sobre la forma en que se practicó la notificación, la 

parte que se considere afectada deberá manifestar bajo la gravedad del juramento, 

al solicitar la declaratoria de nulidad de lo actuado, que no se enteró de la 

providencia, además de cumplir con lo dispuesto en los artículos 132 a 138 del 

Código General del Proceso" 

 

Así las cosas, de lo expuesto no queda duda que el demandante debe cumplir unas 

exigencias legales con el objetivo de dar convicción sobre la idoneidad y efectividad 

del canal digital elegido, actividad sobre la cual el juez tiene facultades oficiosas de 

verificación. Tampoco hay inconveniente en afirmar que para la notificación 

personal por medios electrónicos es facultativo el uso de los sistemas de 

confirmación del recibo de los distintos canales digitales y del servicio de correo 

electrónico postal certificado. Igualmente, no hay problema en admitir que -por 

presunción legal- es con el envío de la providencia como mensaje de datos que se 

entiende surtida la notificación personal y, menos, con reconocer que no puede 

iniciar el cómputo del término derivado de la determinación notificada si se 

demuestra que el destinatario no recibió la respectiva comunicación. 

 

3.6. Escenario para discutir irregularidades en torno a la notificación personas con 

uso de las TIC. 

 

Del panorama recreado -armonizado con la práctica judicial- es dable colegir que, 

por regla general, si el demandante supera las exigencias iniciales previstas por el 

legislador tendientes a demostrar la idoneidad del canal digital elegido y el juez 

hace uso de los poderes de verificación que le otorga el legislador, hay una alta 

probabilidad de que ese medio resulte efectivo para el enteramiento del demandado 

o convocado. 

 

De igual forma, para los posibles casos en los que, a pesar de lo anterior, exista 

anomalía con la notificación, tiene el demandado la posibilidad de acudir a la 

solicitud de declaratoria de nulidad. 

 

Con ese razonamiento, podría concluirse que el establecimiento de una regla de 

carácter general según la cual deba requerirse en todos los casos al demandante 

para que, además de cumplir los requisitos del inciso 2° del artículo 8° de la Ley 



2213 de 2022, demuestre que su contraparte recibió la comunicación por él 

remitida, podría resultar excesiva, incompatible con el principio constitucional de 

buena fe, e incluso, contraria al querer y al tenor de la normativa en comento. 

 

Y es que, vistas bien las cosas, no resulta sensato y acorde a los postulados legales 

de implementación de las TIC, celeridad de los trámites y tutela jurisdiccional 

efectiva, que se hagan una serie de exigencias previas al demandante tendientes 

a verificar la idoneidad del canal de comunicación elegido para los fines del proceso, 

si, de todas formas, ninguna consecuencia jurídica pudiera derivarse de ello. 

 

Resáltese que, al leer cuidadosamente la norma, se advierte que en ningún 

momento se impone al demandante -o al interesado en la notificación- la carga de 

probar el acceso del destinatario al mensaje. Lo que la norma procura es que no 

pueda empezar a andar el término derivado de la providencia a notificar si la misma 

no arribó a su receptor. De allí que no sea dable a los juzgadores imponer 

responsabilidades no previstas por el legislador. 

 

En ese orden, como quiera que la ley no dispone que la prueba del acuse de recibo 

deba ser aportada por el demandante, bien puede inferirse que se trata de una 

actividad que también puede cumplir el demandado en los casos en que considere 

que no tuvo oportuno acceso a la comunicación remitida. Justamente es a él a 

quien le interesa demostrar la falta de acceso al mensaje con el fin de que no se 

entienda iniciado el cómputo del término otorgado. 

Intervalo 

 

Es en el trámite de la eventual nulidad -y no la etapa inicial del litigio- donde se 

abre el sendero para que se debata la efectividad o no del enteramiento y, sobre 

todo, del hito en el que empiezan a correr los términos derivados de la providencia 

a notificar. Es en ese escenario en el que cobran real importancia las pruebas que 

las partes aporten para demostrar la recepción, o no, de la misiva remitida por el 

demandante. 

 

Afirmar lo contrario desdibujaría la desformalización del proceso y la celeridad 

añorada por el legislador, así como ninguna garantía adicional ofrecería al 

demandado, quien, en todo caso, siempre tendrá la posibilidad de cuestionar el 

enteramiento. 

 

No en vano, al declarar la exequibilidad condicionada de esta norma, la homologa 

constitucional procuró textualmente "orienta[r] la aplicación del remedio de nulidad 

previsto en el artículo 8°, en tanto provee a los jueces mayores elementos de juicio 

para valorar su ocurrencia". 



 

Ahora bien, algunos podrían pensar que tal interpretación no resulta suficiente para 

garantizar que el destinatario recibió la comunicación y que, en tal sentido, el 

cómputo de términos solo puede andar cuando exista solemne prueba de ello. Sin 

embargo, esa postura opta por reclamar lo que no exigió el legislador. A decir 

verdad, basta con remitirse a la norma en comento para advertir que existe la 

posibilidad de acudir a cualquier «otro medio», distinto al acuse de recibo, para 

"constatar" la recepción del mensaje. 

 

Esa tesis también desconoce que, quien se considere afectado con la forma en que 

se surtió la notificación, tiene la oportunidad de exponerlo ante el juez del asunto 

bajo juramento y por la vía de la solicitud de declaratoria de nulidad, como se 

explicó. A modo de ejemplo, es viable resaltar que incluso los sistemas de 

confirmación de recibo automático o las certificaciones emitidas por empresas de 

servicio postal autorizadas -a pesar de que están dotados de cierto grado de 

fiabilidad- también son susceptibles de equívoco y, para esos eventos, igualmente 

tiene el demandado la posibilidad de solicitar la declaratoria de nulidad para que 

los términos que se le otorgan no comiencen a rodar sino desde la fecha de 

recepción de la misiva. 

 

Dicho en otros términos, dar absoluta y dócil veracidad al acuse de recibo, sería 

tanto como predicar que en los casos en los que el demandante los acredite, no 

tendría derecho el demandado a cuestionarlos por la vía de la solicitud de nulidad, 

lo que a todas luces emerge desproporcionado. 

 

Incluso, en el sistema de notificación personal del Código General del Proceso, 

existe la posibilidad de que, con soporte en una certificación de entrega o recibo 

emitida por empresa de servicio postal, comience a correr un respectivo término; 

no obstante, ello no impide que se tramiten solicitudes de nulidad por las 

eventuales inconformidades derivadas de la forma en que se surtió el enteramiento. 

 

3.7. En síntesis, tratándose de notificación personal por medios electrónicos, es el 

demandante quien, en principio, elije los canales digitales para los fines del 

proceso. En tal sentido debe colmar las exigencias que el legislador le hizo con el 

propósito de demostrar la idoneidad de la vía de comunicación escogida. Por su 

parte, el Juez tiene la posibilidad de verificar esa información con el fin de agilizar 

eficazmente el trámite de notificación y el impulso del proceso. 

 

El enteramiento se entiende surtido dos días hábiles siguientes al envío del mensaje 

al canal seleccionado y, por regla general, allí empieza a contar el término de 

contestación o traslado, salvo que el mismo demandante o el juez se percaten de 



que el mensaje no fue enviado con éxito, o cuando la persona que se considere 

afectada solicite la nulidad de lo actuado y, en ese trámite, sobre la cuerda de la 

nulidad procesal proponga el debate probatorio en torno a la efectiva recepción del 

mensaje. 

Además, como el legislador no estableció prueba solemne para demostrar las 

circunstancias relativas al envío y recepción de la providencia objeto de notificación, 

es dable acreditar lo respectivo mediante cualquier medio de prueba lícito, 

conducente y pertinente, dentro de los cuales pueden encontrarse capturas de 

pantalla, audios, videograbaciones, entre otros medios de naturaleza documental 

que deberán ser analizados en cada caso particular por los jueces naturales de la 

disputa». 

CASO CONCRETO 

En el caso a estudio, observa el despacho que la notificación del auto que admitió 

la reforma, al igual que la providencia que admitió la demanda, junto con sus 

anexos, fue remitida al correo electrónico que aparece reseñado en el registro 

mercantil de la sociedad 333 GROUP S.A.S., vinculada  al proceso, envío que se 

efectuó  el 02 de septiembre de 2023, al correo juandagonzza@gmail.com. (visible 

a C01, pdf44). 

Por lo tanto y atendiendo los parámetros reseñados por la H. Corte Suprema de 

Justicia, no se hace necesario allegar el acuse de recibo exigido en el auto del 07 

de noviembre de 2023, pues se infiere que la notificación fue realizada en debida 

forma, ello aunado a la constancia que aporta el libelista con el presente escrito del 

envío por Hotmail visualizando que no rebotó el correo remitido, razón por la cual 

se accederá a lo peticionado. 

Por lo expuesto el Juzgado Octavo Civil del Circuito de Oralidad de Medellín, 

RESUELVE 

PRIMERO: Téngase por notificado a la EMPRESA 333 GROUP S.A.S., a partir del día 

siguiente hábil al envío de la notificación, esto es, dos (2) de septiembre de dos mil 

veintitrés (2023). 

SEGUNDO: En firme este proveído, continúese con el trámite del proceso. 

NOTIFÍQUESE 

 
CARLOS ARTURO GUERRA HIGUITA 

JUEZ 
(Firma escaneada conforme al artículo 11 del Decreto 491 de 2020 del Ministerio de Justicia y del Derecho)  
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